ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Accede, condena. Caso lesiones a ciudadano por cilindros bomba lanzados contra estación de Policía en Cali

NOTA DE RELATORÍA: Síntesis del caso. El 1º de julio de 2000, se presentó un atentado -con pipetas de gas llenas de explosivos- en las instalaciones del Comando de la Policía Metropolitana de Cali. Como consecuencia de esos hechos se presentó las lesiones a un ciudadano dedicado a labores de carpintería, por lo que sufrió pérdida de capacidad laboral del 21,9%.

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR ATENTADO TERRORISTA - Régimen de imputación. Lesiones a población civil / RIESGO EXCEPCIONAL - Título de imputación / CONFLICTO ARMADO - Riesgo / DAÑO ANTIJURÍDICO - Pérdida de capacidad laboral. Rompimiento de las cargas públicas
[L]a Sala encuentra que el primer elemento de la responsabilidad, esto es, el daño padecido por la parte actora, está plenamente acreditado. En efecto, la certificación de la autoridad local de Cali encargada de la atención del atentado, el informe de la Policía Metropolitana de Santiago de Cali, y los registros de la historia clínica de (…) Además, está probado el grado de afectación que tuvo el ataque sobre la humanidad de (…) , quien perdió el 21,9% de su capacidad laboral (…) esta Sala ha precisado que, en estos casos, el riesgo al que se hace referencia es el derivado “de la confrontación armada que surge de la disputa por el control del territorio y el monopolio del uso de la fuerza” y, en ese sentido, constituye una categoría especial denominada, precisamente, riesgo-conflicto (…) en el caso concreto la imputación de responsabilidad a la administración debe realizarse bajo el título anteriormente denominado “riesgo-conflicto” (…) en tanto el atentado perpetrado por grupos alzados en armas en contra de las instalaciones del comando de la Policía Metropolitana de Cali, materializó el riesgo al que se exponen los ciudadanos con la cercanía del establecimiento policial al lugar en donde se encontraba (…), y por el cual la parte demandada está llamada a responder, no a partir de un puntual reproche a su presencia en los territorios nacionales, sino porque la concreción del riesgo rompió el equilibrio de las cargas públicas en desmedro de la parte actora, y por tanto, genera el deber de la administración de reparar los daños provenientes de un hecho derivado de la confrontación armada, pugna ajena a los ciudadanos. NOTA DE RELATORÍA: Con salvamento parcial de voto de la consejera Stella Conto Díaz del Castillo y aclaración de Ramiro Pazos Guerrero. A la fecha, en esta Relatoría no se cuenta con el medio magnético ni físico.
INDEMNIZACIÓN POR DAÑO A LA SALUD - Aplicación de criterio jurisprudencial / DAÑO A LA SALUD - Reconocimiento. Lesiones en ataque terrorista / DAÑO A LA SALUD - Indemnización de acuerdo a la gravedad de la lesión / DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN - Condena. Encuentra probada afectación: Lesiones a un ciudadano dedicado a labores de carpintería
La Sala observa que la indemnización concedida por el Tribunal deberá adecuarse a 40 SMLMV, lo que hoy día estima la jurisprudencia que debe concedérsele a quienes, como es el caso de (…), sufrieron una lesión corporal con incidencia mayor al 20% de su capacidad física.
RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MORALES POR PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL - Aplicación de criterios de unificación jurisprudencial

RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE - Actualización de sumas. Fórmula actuarial
FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 115 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 176 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 177

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION B

Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH

Bogotá, D.C., ocho (8) de junio de dos mil diecisiete (2017).
Radicación número: 76001-23-31-000-2001-04553-01(39060)
Actor: JAIRO ESTUPIÑÁN QUINTERO Y OTROS
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia de 9 de abril de 2010, proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, por medio de la cual se declaró la responsabilidad de la demandada y se le condenó a pagar perjuicios morales y materiales por lucro cesante. La sentencia será modificada.

SÍNTESIS DEL CASO

El 1º de julio de 2000, tuvo lugar un atentado con pipetas de gas llenas de explosivos a las instalaciones del Comando de la Policía Metropolitana ubicado en la calle 19 con carrera 1ª de la ciudad de Cali. Uno de los damnificados con la acción delincuencial fue Jairo Estupiñán Quintero, trabajador de una carpintería aledaña al sitio del estallido, quien tuvo heridas en su pierna derecha y esquirlas en el resto de su cuerpo. Como consecuencia de este hecho, sufrió pérdida de capacidad laboral del 21,9%.

ANTECEDENTES

I. Lo que se pretende

1. A través de libelo arribado el 29 de octubre de 2001 ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca (f. 29-47, c. 1), los señores Jairo Estupiñán Quintero, María Santos Cortés Rojas –en nombre propio y en representación de sus menores hijos: John Jairo Estupiñán Cortés, Katty Xilena Estupiñán Cortés y Mercy Marina Estupiñán Cortés-, Fanor Estupiñán Quintero, Edward Estupiñán Quintero, Gabriel Estupiñán Quintero, Marino Estupiñán Quintero, Fabio Estupiñán Quintero presentaron demanda contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, en ejercicio de la acción de reparación directa, en busca de que se declare administrativamente responsable a la parte demandada, y se le condene al pago de perjuicios morales y materiales (lucro cesante y daño emergente futuro).
2. Como hechos que le sirven de fundamento a sus pretensiones, la parte actora relató lo siguiente:

2.1. El 1 de julio de 2000, cuatro cilindros de gas acompañados de dinamita fueron lanzados desde una camioneta de estacas “marca Dodge, de placas MAJ 665, estacionada en la Calle 19 entre Carrera Primera y avenida del Río Cali, margen derecha”, en un atentado dirigido contra el comando de la Policía Metropolitana de Cali, ubicada en la carrera primera con calle 21. El hecho ocasionó daños a los transeúntes y locales comerciales del sector.

2.2. Dos de los artefactos lanzados cayeron sobre el inmueble donde funcionaba una carpintería. En ese sitio, resultaron afectados por la explosión varios trabajadores que prestaban sus servicios al lugar, siendo uno de ellos el señor Jairo Estupiñán Quintero.

2.3. El señor Estupiñán Quintero fue afectado en su pierna derecha y en otras partes de su cuerpo, en las que se incrustaron esquirlas producto de los explosivos.

2.4. Una vez trasladado al Hospital Universitario del Valle, los médicos dictaminaron que Jairo Estupiñán Quintero sufrió “lesión de tejido blando de pierna derecha” e “injertos de espesor parcial en varias partes del cuerpo”. Todas situaciones que le ocasionaron perjuicios morales, materiales y psicológicos.

II. Trámite procesal

3. A través de auto del 5 de diciembre de 2001, el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca admitió la demanda y dispuso la notificación al Ministerio de Defensa Nacional, por conducto del comandante de policía de la ciudad de Cali (f. 48 - 49, c. 1), diligencia efectuada el 21 de enero de 2002 (f. 49 – reverso, c.1).

4. Mediante escrito allegado el 22 de junio de 2005, la entidad demandada contestó las reclamaciones efectuadas por la actora (f. 59-60, c.1), oponiéndose a todas las pretensiones, sustentándose en el hecho exclusivo de un tercero. Señaló que “para nadie es un secreto que la actividad policial es catalogada como altamente peligrosa por la grave situación de orden público que nos invade y por las condiciones de orden público en que permanece nuestro país”. Por ello, sostuvo, que no podía exigírseles lo imposible, o conminarlos a que previeran lo imprevisible como lo fue el ataque al comando policial.

5. Durante el período para alegar de conclusión en primera instancia (f. 178-180, c.1) la parte demandada (f. 105-106, c.1) reiteró los argumentos empleados en la contestación de la demanda. Mientras que la parte actora (f. 108-113, c.1), citando varias sentencias de esta Corporación, manifestó que debían prosperar sus pretensiones en tanto se configuró un riesgo excepcional que la víctima, el señor Jairo Estupiñán Quintero, no tenía el deber de soportar.
Por su parte, el representante del Ministerio Público ante el Tribunal Administrativo del Valle presentó concepto (f. 139-148, c.1) en donde solicitó acceder a las pretensiones de la demanda al encontrar que se reunían los elementos de la responsabilidad de la administración, bajo el título de riesgo excepcional y que, si bien la producción material del hecho dañoso fue ocasionada por un tercero, el “Estado (…) no adoptó más medidas pertinentes tendientes a prevenirlo, tratándose del concurso de conductas distintas a la de la víctima, se genera una obligación solidaria y, por lo tanto, el dañado puede exigir la obligación de indemnización a cualquiera de las personas que participaron en –la- producción del daño…”.

6. El Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, dictó sentencia de primera instancia el 9 de abril de 2010 (f. 151-165, c. ppal.) en donde adoptó las siguientes decisiones:

1. DECLÁRASE a la (sic) MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL administrativamente responsable de los perjuicios ocasionados al señor JAIRO ESTUPIÑÁN QUINTERO, como consecuencia de las lesiones sufridas a raíz de un atentado terrorista dirigido a las instalaciones de la Policía Metropolitana de Cali.

2. Como consecuencia de la declaración anterior, CONDÉNASE a la (sic) MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, a pagar por concepto de perjuicios materiales las siguientes sumas de dinero:

2.1. Perjuicios materiales

a) Al señor JAIRO ESTUPIÑAN QUINTERO, la suma de $ 46.723.499.00, por concepto de lucro cesante.

2.2. Perjuicios morales

a) Al señor JAIRO ESTUPIÑAN QUINTERO, en su condición de afectado directo se le reconocerán 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

b) A la señora MARÍA SANTOS CORTEZ, en su condición de esposa de la víctima, se le reconocerán 30 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

c) A KATI XILENA y JHON JAIRO ESTUPIÑAN SANTOS, en su condición de hijos de la víctima, se le reconocerán 30 salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno de ellos.

d) A la señora MERCY MARINA, EDWAR, FANOR, GABRIEL, FABIO y MARINO ESTUPIÑÁN, en su calidad de hermanos del afectado se les reconocerá 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

3. Perjuicios por daño a la vida de relación

a) Al señor JAIRO ESTUPIÑAN QUINTERO, se le reconocerá 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

3. Negar las demás pretensiones de la demanda.

6.1. Para el Tribunal, en este tipo de casos en los que se discute la responsabilidad del Estado por actos terroristas, el título de imputación aplicable es el del riesgo excepcional “porque la Entidad Estatal – Policía Nacional, en cumplimiento de su función de proteger a la comunidad puede poner en riesgo a los ciudadanos que tengan alguna injerencia o proximidad con la misma labor”. En esa medida, surge el deber de reparación cuando se perpetra un atentado contra instalaciones que representan un símbolo de la administración.
6.2. En el caso concreto, encontró probado el daño reclamado por la parte demandante, cuyo origen se remonta al atentado del 1 de julio de 2000 en contra del comando de la Policía Metropolitana de Cali, que repercutió en el taller de ebanistería en donde el señor Jairo Estupiñán Quintero laboraba, causándole así varias lesiones en la pierna derecha y en otras partes de su cuerpo.

6.3. De esta forma, como el atentado se produjo en contra de unas instalaciones representativas del Estado, puestas allí en aras del ejercicio de una actividad lícita y necesaria para la protección de la comunidad, se engendra el deber de la institución y de la comunidad de resarcir los daños y perjuicios ocasionados “a los asociados en razón del riesgo que esa manifestación genera, más cuando el ataque tiene como finalidad deslegitimar la institucionalidad debidamente constituida”.

6.4. La condena al pago de lucro cesante tuvo en cuenta el “salario mínimo legal mensual vigente al momento en que el perjuicio se hubiera hecho evidente, toda vez que el actor para la fecha del siniestro no demostró sus ingresos que devengaba en la carpintería”, descartándose así la certificación de ingresos suscrita por contadora pública porque correspondía a un “lugar distinto al cual laboraba cuando ocurrieron los hechos”. Sin embargo, al evidenciar que la suma del salario mínimo del año 2000 es menor a la del año en que se adoptó la decisión, se indemnizó este rubro con fundamento en esta última cifra ($ 515 000), incrementado en un 25% por prestaciones sociales, tanto en su dimensión consolidada como futura. 

6.5. Igualmente, se reconocieron “perjuicios a la vida de relación” del afectado, como quiera que las lesiones causadas le impidieron desarrollar sus actividades cotidianas.

7. De manera oportuna, el 1º de junio de 2010 la parte demandada interpuso recurso de apelación contra el fallo de primera instancia (f. 167-191, c. ppal.). Allí, básicamente insistió en que en el caso estudiado hay hecho exclusivo de un tercero, en tanto ningún miembro de la Policía Nacional ocasionó los daños irrogados al demandante Jairo Estupiñán Quintero, que fueron consecuencia de un atentado terrorista, al parecer, perpetrado por milicias urbanas de las FARC.

8. Inicialmente, el despacho ponente, mediante auto del 4 de noviembre de 2010, inadmitió el recurso de alzada interpuesto entendiendo que el Consejo de Estado no era competente en razón de la cuantía del asunto (f. 202, c. ppal.). Dicha decisión fue recurrida en súplica ante los miembros restantes de la Sección Tercera - Subsección “B” de la Corporación, quienes en auto del 25 de abril de 2013
 revocaron la decisión de inadmisión, y en su lugar decidieron admitir el recurso incoado (f. 218 – 228, c. ppal).

8. Al momento de presentar alegatos de conclusión ante esta Corporación, la parte demandada (f. 233 – 235, c. ppal.) reiteró que debía exonerársele de responsabilidad porque no hubo falla del servicio sino que se produjo el hecho de un tercero. A su vez, la parte actora (f. 245-254, c. ppal.) manifestó que la acogida de sus pretensiones debe mantenerse incólume por cuanto hubo un riesgo excepcional que Jairo Estupiñán Quintero no tiene el deber jurídico de soportar.

CONSIDERACIONES

I. Competencia

8. La Sala es competente para resolver el asunto sub judice, por tratarse del recurso de apelación en contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca en un proceso que, por su cuantía (f. 8 c.5)
, tiene vocación de doble instancia. 

II. Hechos probados

9. Algunas piezas documentales recolectadas en el plenario obran en copia simple. No obstante, esta Subsección valorará los elementos que tengan dichas cualidades porque se aportaron en las oportunidades legales instituidas para tales efectos, y no fueron tachados de falsedad durante las etapas del proceso, conforme la pauta hermenéutica fijada por la Sala Plena de la Sección Tercera en sentencia del 28 de junio de 2013,
 acogida por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de esta Corporación
.

10. De acuerdo con los elementos de convicción allegados regularmente al proceso, en lo que resulta pertinente para este asunto, fueron demostrados los siguientes hechos:

10.1. A través de certificación emitida el 11 de julio de 2000 por la Dirección para la Prevención y Atención de Desastres de la Alcaldía de Santiago de Cali (copia simple de la certificación - f. 3-4, c.1), se relató, en estos términos, el atentado ocurrido el día 1 del mismo mes y año en contra de una instalación policial ubicada en la ciudad de Cali:

… el primero (01) de julio del 2000, como consecuencia del conflicto armado interno que por razones ideológicas vive el país, se produjeron cuatro (4) explosiones lanzadas desde un vehículo estacionado en la Calle 19 entre Carrera 1 y Avenida del río Cali, margen derecha, uno de los cuales afectó el parqueadero del Complejo de Policía; otro en la Carrera primera entre Calles 19 y 20, que produjo la muerte a dos (2) personas y daños a distintos locales comerciales; los dos restantes, cayeron sobre el inmueble ubicado en la Calle 19 # 1-41 donde funcionaba la Carpintería de la Arquitecta Alba Lucía Gutiérrez.

El Comité Local de Emergencias, verificó que por efecto de las explosiones caídas sobre la Carpintería Arquitectónica, sufrieron lesiones físicas las siguientes personas:

	Nombre
	C.C.
	Lesión
	Centro Médico de Atención

	(...) Jairo Estupiñán
	(…) 
	Pierna derecha y esquirla en el cuerpo
	H.U.V.


10.2. En la misma dirección, el informe “ATENTADO TERRORISTA COMPLEJO MECAL” de la Policía Metropolitana de Santiago de Cali de fecha 2 de julio de 2000 (f. 115 - 119, c.1) dio cuenta de estas circunstancias:

… aproximadamente las (sic) 12:40 horas, del día 01072000, donde fueron activadas cuatro cargas explosivas, utilizando como mortero cuatro cilindros para gas de 100 libras cada una, lanzando mediante cargas dirigidas cuatro cilindros para gas de 20 libras cada una con cargas de 10 kilos de explosivos super anfo, con sistema de activación mixto (Ineléctrico y eléctrico), las cuales fueron impulsadas desde un vehículo tipo camioneta marca fargo, motor Nro. F0811CC, modelo 1.957, chasis VT5388036AR, de placas MAJ-665, de propiedad del señor (…), vehículo que fue ubicado en la Calle 19 frente al Nr. 1N-18, establecimiento de razón social ENERGETICA COEXITO, a una distancia aproximada de 200 metros de las instalaciones del Comando de Policía Metropolitana y de la de Valle de esta ciudad. 

LUGAR DE LOS IMPACTOS

1. En el patio del taller de mecánica de vehículos de la Policía Valle, donde resultó lesionado el señor Agente (…), centinela de patios con heridas en extremidades superiores e inferiores, quien fue trasladado a la Clínica de la Policía, sin presentar gravedad.

Igualmente resultaron averiados en este parqueadero varios vehículos de servicio de la Policía Nacional (…)

2. La segunda carga explosiva, detonó en la carrera 1, entre calles 19 y 20 (…) 

3. En la calle 19 Nro. 1-41, en un local de razón social ARQUITECTÓNICA ALBA LUCÍA GUTIERREZ (ALG), (…) lugar donde hizo impacto las dos últimas cargas explosivas, específicamente en la parte del techo del bien inmueble, causando daños materiales y lesiones a varias personas empleados del taller, relacionados así:

(…)

Apellidos y nombres:

ESTUPIÑAN QUINTERO JAIRO

C.C. Nro.



(…)

Edad:




36 años

Heridas:



Presenta fractura pierna derecha

(…)

DATOS TECNICOS DE LAS BOMBAS

Clase: 




Bombas

Fabricación:




Artesanal

Tipo:





Cilindros dirigidos

Cantidad:




4 pipas de 20 libras

Explosivo:




Super anfo

Cantidad Explosivo:

10 Kilogramos cada uno (40 Kilogramos)

Sistema ignición:

Mixto (Inelectrico y Eléctrico)

Contenedor:

Metal del cilindro

Radio de acción:

de 25 a 30 metros a la redonda

OBSERVACIONES GENERALES

Se desconocen autores del atentado ya que no se encontró panfletos o propaganda alusiva a grupos alzados en armas, pero por el modus operandi se presume la autoría a las FARC (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia), que operan en el sector, y no se descarta la participación de otros grupos al margen de la ley, como el E.L.N.

10.3. Uno de los afectados con la explosión fue el señor Jairo Estupiñán Quintero, nacido el 21 de diciembre de 1964 en el municipio de Charco (Nariño)
. También, de acuerdo a lo mencionado por la dependencia local de atención a desastres, luego del atentado fue tratado en el “H.U.V.”, siglas que significan Hospital Universitario del Valle, establecimiento de salud al que entró por urgencias y se le diagnosticó, según la inscripción de ingreso (f. 15, c.1): “Lesión severa de tejidos blandos pierna derecha por explosión de bomba”. 

10.3.1. Así mismo, en el “REGISTRO DE TRAUMA” (f. 16, c.1) se consignó que tuvo lesiones en miembros inferiores, “abrasiones en extremidades superiores (…) avulsión 1/3 distal post pierna con exposición tendinosa pérdida de piel (…) Hda puntiforme en cara anterior tibia y dorso de pie parte lateral”. Como tratamiento, le realizaron injertos de piel (copia de descripción quirúrgica – f. 22-24, c.1).

10.3.2. La Junta Regional de calificación de invalidez del Valle del Cauca dictaminó por unanimidad, en sesión llevada a cabo el 17 de diciembre de 2008, que la pérdida de capacidad laboral de Jairo Estupiñán Quintero era “Incapacidad Permanente Parcial” del 21,9% (f. 7-11, c.2)

III. Problema jurídico

11. Conforme al debate jurídico probatorio suscitado entre las partes, así como al fallo de primera instancia, a la Sala le corresponde dar respuesta al siguiente problema jurídico: ¿La Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional es responsable por las lesiones ocasionadas al señor Jairo Estupiñán Quintero por el atentado al Comando de la Policía Metropolitana de Cali perpetrado el 1 de julio de 2000?
IV. Análisis de la Sala

12. De entrada, la Sala encuentra que el primer elemento de la responsabilidad, esto es, el daño padecido por la parte actora, está plenamente acreditado. En efecto, la certificación de la autoridad local de Cali encargada de la atención del atentado (párr. 10.1.), el informe de la Policía Metropolitana de Santiago de Cali (párr. 10.2.), y los registros de la historia clínica de Jairo Estupiñán Quintero (párr. 10.3. y 10.3.1) confluyeron en la demostración de dos circunstancias puntuales: 

12.1. El atentado perpetrado el 1º de julio de 2000 mediante cuatro cilindros explosivos, cargas que fueron activadas desde un vehículo automotor, y que fueron impulsadas hacia lugares aledaños al Comando de la Policía Metropolitana de Santiago de Cali y al mismo parqueadero de la institución;

12.2. La identificación de Jairo Estupiñán Quintero como uno de los damnificados con estas acciones violentas, concretamente de la cuarta explosión, que afectó el taller de carpintería en donde él trabajaba. Además, está probado el grado de afectación que tuvo el ataque sobre la humanidad de Estupiñán Quintero, quien perdió el 21,9% de su capacidad laboral (párr. 10.3.2.).

13. Ahora bien, la controversia que la Sala dirime en esta ocasión se contrae a determinar si el daño anteriormente descrito es fáctica y jurídicamente imputable a la administración, como sostiene la actora, o si por el contrario, como el hecho dañoso fue ocasionado por agentes ajenos a la parte demandada, esta no estaría llamada a responder por el hecho exclusivo y determinante de un tercero.

14. La responsabilidad por los atentados ocasionados en contra de bienes representativos del Estado es una problemática jurídica que la Sala, y en especial esta Subsección, ha abordado en múltiples oportunidades, teniendo en cuenta el conflicto armado interno en el que se ha visto inmerso el país en las últimas décadas. Por ello, para resolver el presente asunto, la Sala retomará los criterios expuestos en sus providencias anteriores
 y, a partir de ellos, decidirá si a la luz de los hechos demostrados cabe la imputación de responsabilidad al extremo demandado.

15. La regla general reconocida jurisprudencialmente es que los daños ocasionados por agentes no estatales no comprometen la responsabilidad patrimonial del Estado, al no serle fácticamente imputables. Sin embargo, también la Sala ha sostenido que aquellos derivados de ataques cometidos por grupos insurgentes contra bienes o instalaciones del Estado pueden ser imputados a título de falla del servicio, daño especial, riesgo excepcional o, últimamente, riesgo conflicto
.

15.1. En estos casos, existe falla del servicio cuando los agentes del Estado contribuyen a la producción del daño, bien sea por ineficacia, retardo u omisión en el cumplimiento de las funciones a su cargo, evidenciada cuando (i) la falta de cuidado o previsión del Estado facilita la actuación de los guerrilleros
; (ii) la víctima, o la persona contra quien iba dirigido el acto, solicita protección a las autoridades y éstas la retardan, omiten o la prestan de forma ineficiente
; (iii) el hecho era previsible, en razón de las especiales condiciones que se vivían en el momento, pero el Estado no realiza ninguna actuación dirigida a evitar o enfrentar eficientemente el ataque
; y (iv) la administración omite adoptar medidas para evitar o atender adecuadamente una situación de riesgo objetivamente creada por ella
. 

15.2. Cuando no se vislumbra la falla probada del servicio, la Sala en ocasiones consideró que el régimen de daño especial era aplicable a los casos en los cuales el ataque tenía como objetivo un establecimiento militar o policivo pues los daños derivados de este tipo de actos conllevaban la ruptura del principio de igualdad frente a las cargas públicas
. De acuerdo con la jurisprudencia, la obligación de reparar se sustentaba en los principios de equidad y solidaridad, en la medida en que los damnificados ajenos al conflicto no tenían por qué soportar los daños generados por las acciones de la subversión contra el orden institucional
.

15.3. Otro punto de vista igualmente presente en la jurisprudencia, muestra del vacilante tratamiento del tema al interior de la Corporación
, ha considerado que los daños causados a particulares, derivados de ataques perpetrados por la subversión contra bienes representativos del Estado en el marco del conflicto armado interno, eran imputables a la administración a título de riesgo excepcional, no de daño especial. En estos casos, la atribución de responsabilidad no se sustenta en la existencia de una acción u omisión reprochable del Estado, sino en la producción de un daño que, “si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones. Y es la excepcionalidad del riesgo lo que hace evidente la ruptura del equilibrio frente a las cargas públicas y posibilita el surgimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado”
. Con base en este título jurídico de imputación, la jurisprudencia declaró la responsabilidad patrimonial de la administración por los daños derivados de ataques perpetrados por grupos armados al margen de la ley contra cuarteles militares o estaciones de policía, sea que la fuerza pública reaccione o no violentamente con el fin de repeler la agresión
.

15.4. En estos eventos, se ha considerado que, dada la situación de conflicto armado, la simple presencia o ubicación de bienes o instalaciones que los grupos armados ilegales escogen como objetivo de sus ataques, genera un riesgo para la comunidad que, de concretarse, compromete la responsabilidad estatal
.  No importa, para el efecto, que no exista ilicitud en la actividad de la administración e incluso que ésta responda al cumplimiento de un deber legal, pues la imputabilidad surge de la creación deliberada de un riesgo que se considera excepcional, en la medida en que supone la puesta en peligro de un grupo particular de ciudadanos
. De cualquier forma, es necesario que el ataque se encuentre dirigido contra un típico objetivo militar de la subversión, pues si no existe certeza sobre sus móviles y propósitos, o si éste tiene un carácter indiscriminado y se dirige únicamente a generar pánico o zozobra entre la población civil, no cabe declarar la responsabilidad del Estado con base en el concepto del riesgo excepcional
.

15.5. Últimamente, esta Sala ha precisado que, en estos casos, el riesgo al que se hace referencia es el derivado “de la confrontación armada que surge de la disputa por el control del territorio y el monopolio del uso de la fuerza” y, en ese sentido, constituye una categoría especial denominada, precisamente, riesgo-conflicto, sobre la cual se indicó
: 

30. Históricamente, la jurisprudencia ha definido tres modalidades básicas de responsabilidad por riesgo: el riesgo-peligro
; el riesgo-beneficio
 y el riesgo-álea
. Sin embargo, los casos que involucran daños derivados de ataques guerrilleros a bienes o instalaciones del Estado, plantean una nueva categoría de riesgo, que no encaja dentro de las anteriores, y que se deriva de la confrontación armada que surge de la disputa por el control del territorio y el monopolio del uso de la fuerza.  

31. Esta categoría de riesgo, que podría denominarse riesgo-conflicto, surge del reconocimiento de quedada la situación de conflicto armado, el cumplimiento de ciertos deberes legales y constitucionales genera para la población civil un riesgo de naturaleza excepcional en la medida en que la pone en peligro de sufrir los efectos de los ataques armados que los grupos guerrilleros dirigen contra los bienes e instalaciones que sirven como medio para el cumplimiento de esos deberes y el desarrollo de dichas actividades
. 

32. De esta forma, se considera que los atentados cometidos por la guerrilla contra un “objeto claramente identificable como Estado” en el marco del conflicto interno armado, tales como estaciones de policía, cuarteles militares u oleoductos, pueden ser imputados al Estado a título de riesgo excepcional no porque estos bienes e instalaciones puedan ser considerados peligrosos en sí mismos –como sí ocurre con  los objetos que encuadran dentro de la categoría riesgo-peligro (p.e. armas de dotación oficial, químicos o instalaciones eléctricas)–, sino porque la dinámica misma del conflicto armado ha hecho que la cercanía a ellos genere para la población civil el riesgo de sufrir afectaciones en su vida, su integridad personal y su patrimonio en razón a que son blanco de continuos y violentos ataques por parte de la guerrilla que los considera objetivos militares. 

33. La Sala no desconoce que desde un enfoque de teoría administrativa resulta extraña, por decir lo menos, la afirmación según la cual la simple presencia institucional constituye un factor generador de riesgo, máxime cuando muchas veces es esa presencia –lograda, por ejemplo, mediante el acantonamiento de la fuerza pública– la que permite al Estado conjurar o repeler las amenazas que para la vida y los bienes de la población civil implican las acciones de la delincuencia.  Sin embargo, considera que de cara a la realidad del país, resulta imposible negar que existen zonas afectadas por fenómenos graves de violencia política en las que la cercanía a ciertos bienes e instalaciones del Estado, genera un riesgo cierto para las personas que viven o desarrollan sus actividades cotidianas en sus proximidades ya que éstos son blanco de continuos ataques de la guerrilla. 

34. En el caso de las estaciones de policía, el riesgo adquiere un carácter tan cierto, grave y evidente que la Corte Constitucional, mediante sentencias de tutela, ha señalado que, en ciertas condiciones, procede ordenar su traslado y reubicación con el fin de amparar los derechos fundamentales de las personas civiles y de  evitar que con ocasión de la prestación del servicio de seguridad, protección y vigilancia, los ciudadanos se vean expuestos a cargas desproporcionadas que afecten su vida, su integridad o su patrimonio
.

35. Es verdad que desde un enfoque normativo, no todos los objetos “claramente identificables como Estado” pueden ser considerados como factores generadores de riesgo, sino solamente aquellos que, según las normas del derecho internacional humanitario, revisten carácter militar
, pues ellos no están protegidos por la prohibición general de convertirlos en blancos de ataques o represalias, como sí lo están los bienes de carácter civil.  No obstante, desde un punto de vista fáctico muchos bienes e instalaciones del Estado están ubicados en una “zona gris” entre lo civil y lo militar, por lo cual igual puede considerárselos como factores generadores de riesgo.  Tal es el caso de las estaciones de policía
, las cuales de hecho son objeto de continuos y violentos ataques por parte de la guerrilla que, en su afán por desestabilizar el poder político, emplea métodos de guerra indiscriminados y contrarios al principio de distinción que comprometen la seguridad de la población civil.  (…)

37. De lo dicho hasta el momento podría inferirse que la proximidad a cualquier objeto claramente identificable como Estado genera para la ciudadanía, independientemente de cualquier otra consideración, un riesgo de carácter excepcional.  Sin embargo, es necesario precisar que, en tanto este riesgo se deriva de la existencia del conflicto armado interno, su naturaleza es contextual, porque no en todos los municipios del país es factible que se produzca una incursión armada de la guerrilla o un atentado grave contra la infraestructura del Estado.  Y este hecho es, justamente, lo que le atribuye al riesgo su carácter excepcional.  En efecto, es un hecho notorio que estas acciones tienden a concentrarse en pequeñas poblaciones, ubicadas en zonas del territorio nacional que ofrecen una ventaja estratégica desde el punto de vista militar, y en donde los actores armados ejercen una fuerte presencia y están en capacidad de perpetrar un ataque armado de gran impacto. 

38. Así las cosas, para que pueda imputarse responsabilidad a la administración a título de riesgo excepcional por los daños derivados de ataques guerrilleros contra bienes o instalaciones del Estado es necesario que el factor de imputación, esto es, el riesgo, exista realmente, lo cual puede acreditarse a través de distintos medios de prueba, que den cuenta de la situación de orden público en la región, o también puede inferirse a partir de la existencia de antecedentes de ataques similares al mismo municipio o de municipios aledaños, de la noticia de la presencia de actores armados en la región, y de los medios que se utilizaron para perpetrar el ataque. 

39. Sin perjuicio de lo anterior, la Sala considera que en la medida en que el Estado participa consciente y deliberadamente en la creación del riesgo, debe adoptar todas las medidas de precaución, contención y defensa a su alcance para minimizarlo y para evitar que se materialice, pues si no lo hace y facilita la actuación de los grupos armados ilegales, se configura una ostensible falla del servicio que da lugar a un juicio de responsabilidad de naturaleza distinta, fundado en el incumplimiento del deber positivo de protección que le es exigible, no sólo respecto de los bienes y personas civiles, sino también de quienes participan en las hostilidades y de los bienes de carácter militar.
15.6. Ahora bien, es de señalar que, como lo consideró la Sección Tercera en sentencia de unificación, la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de responsabilidad extracontractual en particular, por lo que, considerando las circunstancias fácticas acreditadas dentro del proceso y a los criterios jurídicos que considere relevantes para la motivación de su decisión, el juez de la responsabilidad del Estado puede optar por uno u otro título de imputación, sin que esté en la obligación de adoptar siempre el mismo frente a eventos similares
. No obstante, en consonancia con la última parte de la cita transcrita, vale la pena insistir en que, pese a que los hechos materia de juzgamiento en sede de reparación directa puedan ser analizados bajo un régimen objetivo de responsabilidad como el del daño especial o el riesgo excepcional, de encontrarse acreditada una falla del servicio, el juez de lo contencioso administrativo deberá preferir este título de imputación con el fin de dejar en evidencia el error cometido y así permitir que el fallo se convierta en una herramienta para evitar que el daño antijurídico vuelva a producirse y, además, para advertir sobre la posible repetición que pueda intentar el Estado contra el funcionario o empleado público que, en el cumplimiento de las funciones o tareas estatales, ocasionó el daño con culpa grave o dolo
.

16. Dicho lo anterior, en el caso concreto la imputación de responsabilidad a la administración debe realizarse bajo el título anteriormente denominado “riesgo-conflicto”. 

16.1. En efecto, tanto del certificado que en su momento emitió la Dirección para la Prevención y Atención de Desastres de la Alcaldía de Cali (párr. 10.1.), como del informe de la misma Policía Metropolitana de Cali se infiere que el atentado perpetrado es atribuible a alguno de los grupos subversivos que actuaban dentro del conflicto armado, fundamentalmente, porque los medios utilizados para llevarlo a cabo (cilindros bomba) eran propios de las agrupaciones armadas que en dicho momento –en términos empleados por la misma Policía en su informe- operaban en el sector.

16.2.  De otra parte, al margen de que las bombas no hubieran impactado en su totalidad en las instalaciones del comando de la Policía Metropolitana de Cali, dada la proximidad de la explosión que se produjo en el lugar de trabajo de Jairo Estupiñán Quintero con las instalaciones policiales que también fueron vulneradas con el ataque, se infiere que el atentado, en su integridad, iba dirigido en contra del bien inmueble que representaba la institucionalidad estatal en la zona. Más aún cuando se admite que fue cometido por actores del conflicto armado quienes, bien se sabe, persiguen sus fines a través del proceder bélico, enfocado a atacar bienes que representen la presencia del Estado, visto justamente por estos grupos como el enemigo en la confrontación.

16.3. De allí que la sentencia de primera instancia, que declaró la responsabilidad de la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional deba confirmarse, en tanto el atentado perpetrado por grupos alzados en armas en contra de las instalaciones del comando de la Policía Metropolitana de Cali, materializó el riesgo al que se exponen los ciudadanos con la cercanía del establecimiento policial al lugar en donde se encontraba Jairo Estupiñán Quintero, y por el cual la parte demandada está llamada a responder, no a partir de un puntual reproche a su presencia en los territorios nacionales, sino porque la concreción del riesgo rompió el equilibrio de las cargas públicas en desmedro de la parte actora, y por tanto, genera el deber de la administración de reparar los daños provenientes de un hecho derivado de la confrontación armada, pugna ajena a los ciudadanos.

V. Liquidación de perjuicios

17. Como el fallo de primera instancia únicamente fue apelado por la parte demandada, la Sala no podrá desmejorar su situación, puesto que ello iría en contravía del principio de la “no reformatio in pejus”. Sin embargo, evaluará si la condena efectuada por el Tribunal se adecúa a lo demostrado en el proceso y a los parámetros legales y jurisprudenciales aplicables a este asunto.

1. Perjuicios morales

18. La sentencia recurrida concedió, por concepto de perjuicios morales, 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes (SMLMV) para la víctima directa, Jairo Estupiñán Quintero. Así mismo, reconoció 30 SMLMV a quien estimó esposa del afectado, María Santos Cortes, y el mismo valor a Katty Xilena Estupiñán Cortés y a John Jairo Estupiñán Cortés, hijos de la víctima directa. A Mercy Marina Estupiñán Cortés, Fanor Estupiñán Quintero, Edward Estupiñán Quintero, Gabriel Estupiñán Quintero, Marino Estupiñán Quintero, Fabio Estupiñán Quintero se les tuvo como hermanos de Jairo Estupiñán, y se les dio, a cada uno, el valor de 20 SMLMV.

19. Lo primero que cabe señalar es que, de acuerdo con la jurisprudencia de la Sala, el perjuicio moral consistente en el dolor, la aflicción y en general los sentimientos de desesperación, congoja, desasosiego, temor, zozobra, etc., que invaden a la víctima directa o indirecta de un daño antijurídico, individual o colectivo
, se predica –en principio- de quien resulta directamente afectado por el daño, y conforme a las reglas de la experiencia, se presume de aquellos que demuestran un vínculo familiar con éste. 

20. De allí que, antes de establecer su monto, para la Sala es necesario precisar si las personas que componen la parte demandante acreditaron la relación de parentesco con la que accederían a la indemnización por perjuicios morales derivados del daño ocasionado al señor Jairo Estupiñán Quintero.

20.1. A través de sus respectivos registros civiles de nacimiento, está demostrado que Mercy Marina Estupiñán Cortés (f. 6 – c.1), Katty Xilena Estupiñán Cortés (f. 7 – c.1) y John Jairo Estupiñán Cortés (f. 8 – c.1) son hijos del señor Jairo Estupiñán Quintero.

20.2. En relación con los demandantes que acudieron al proceso alegando su calidad de hermanos de Jairo Estupiñán Quintero, únicamente se demostró dicho vínculo familiar con el directamente afectado de Fanor Estupiñán Quintero a través de la copia simple de su registro civil de nacimiento (f. 9 – c.1). En consecuencia, las pretensiones de los actores Edward Estupiñán Quintero, Gabriel Estupiñán Quintero, Marino Estupiñán Quintero y Fabio Estupiñán Quintero serán denegadas por no demostrar su relación con la víctima, y por ende, carecer de legitimación en la causa por activa en este asunto.

20.3. Sobre la señora María Santos Cortés Rojas, se aportó el “CERTIFICADO PARROQUIAL DE MATRIMONIO” del 29 de agosto de 1984, emitido por la Prefectura Apostólica de Guapí, que dio cuenta de la celebración del matrimonio contraído entre la mencionada demandante y el señor Jairo Estupiñán Quintero (f. 10 – c.1). Además, está probado que María Santos Cortés Rojas es madre de los tres hijos de Jairo Estupiñán Quintero que comparecieron al proceso como demandantes: Mercy Marina, Katty Xilena y John Jairo.

20.3.1. De otra parte, en el proceso se practicaron dos testimonios: el del señor Gustavo Adolfo Gutiérrez Naranjo (f. 82-83, c.1), y el del señor Nelson Arturo Ordoñez Delgado (f. 2-3, c.2). Ambos describieron la situación de la familia de Jairo Estupiñán Quintero luego de la explosión, con el propósito de acreditar el sufrimiento producido por las lesiones. No obstante, de estas declaraciones, resulta pertinente citar la primera, en donde el deponente Gutiérrez Naranjo manifestó:

PREGUNTADO. Sírvase manifestarle al despacho hace cuánto tiempo conoce usted de vista y de trato al señor JAIRO ESTUPIÑAN QUINTERO. CONTESTO. Yo conozco a Jairo hace más de 10 años yo lo visito mucho a él, a su familia, sus hermanos, yo he visto en ellos un cambio total después del accidente, la vida les cambió mucho, su esposa María, su hija Katty, Mercy y Jhon Jairo, sufren mucho (…), su esposa sufre demasiado cuando lo ve quejándose de dolor, es una familia que está muy triste hoy día, por causa de su accidente, de su desgracia. (…) PREGUNTADO. Sírvase manifestarle al despacho si el dolor, angustia, depresión y congoja, lo están sufriendo de manera geenral (sic) todas las personas de las que usted ha hablado anteriormente. CONTESTO. Si sus hermanos (…) sufren mucho, se ven muy tristes muy acongojados, también doña María la esposa, Katty, Mercy, y jhon Jairo (sic) su hijo se ven muy tristes, muy acongojados…

20.3.2. Es claro que con los elementos allegados al plenario, no se logra acreditar la calidad de esposa de María Santos Cortés, en tanto el medio de prueba idóneo para acreditar el vínculo matrimonial, según las disposiciones del Decreto Ley 1260 de 1970,
 es el registro civil de matrimonio. No obstante, del cúmulo de pruebas mencionado en los dos numerales  anteriores, fácilmente se infiere que entre María Santos Cortés y Jairo Estupiñán Quintero existe una prolongada convivencia, de la que puede predicarse una vida en común, así como la conformación de una familia.
20.3.3. Estima la Sala, en consecuencia, que a pesar de no haberse probado que María Santos Cortés sea la esposa de Jairo Estupiñán Quintero, las piezas obrantes en el proceso son suficientes para tener a la señora Santos Cortés, por lo menos, como compañera permanente de la víctima directa para los exclusivos efectos de la indemnización efectuada mediante este fallo.

20.4. En relación con el monto de la indemnización por los perjuicios morales padecidos por las lesiones personales de Jairo Estupiñán Quintero, la Sala expone y acoge el siguiente cuadro en el que se plasma la postura unificada por la Sala Plena de la Sección Tercera en sentencia del 28 de agosto de 2014:
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REPARACION DEL DAÑO MORAL EN CASO DE LESIONES


20.5. Teniendo en cuenta que el grado de afectación de la capacidad laboral de Jairo Estupiñán Quintero ocasionado por el atentado fue del 21,9% (párr. 10.3.2.), la reparación de los perjuicios morales concedidos al señor Jairo Estupiñán Quintero –víctima directa- se ajustará a 40 SMLMV.

20.6. Mientras que, los 30 SMLMV reconocidos a María Santos Cortés, determinada en el presente proceso como compañera permanente, se mantendrán iguales aun cuando, siguiendo el precedente de la Sección, el valor al que tendría derecho sería superior. Mismo tratamiento tendrán los montos otorgados a Katty Xilena y a John Jairo Estupiñán Santos hijos de la víctima directa.

20.7. Observa la Sala que el a quo desacertó al tener a Mercy Marina Estupiñán Cortés como hermana de Jairo Estupiñán Quintero, cuando en realidad es su hija (párr. 19.3.). Si bien este yerro es considerable, como la parte demandante no lo impugnó, la Sala deberá mantener la condena inicialmente proferida por el Tribunal (20 SMLMV) a pesar de que el valor por el que podía haber sido indemnizada era mayor.

20.8. A Fanor Estupiñán Quintero se le concederán 20 SMLMV por los perjuicios morales ocasionados por las lesiones de su hermano, valor que coincide con la condena del Tribunal y con la pauta jurisprudencial antes anotada.

2. Perjuicios derivados de lo que hoy día se denomina “daño a la salud”
21. La demanda solicitó la indemnización del daño a la vida de relación, basado en que, por las lesiones que le fueron causadas, el afectado “no podrá realizar en el futuro algunas actividades vitales que hacen agradable la existencia de cualquier ser humano” (f. 37, c.1), como el deporte. La sentencia de primera instancia, en consecuencia, reconoció 50 SMLMV a Jairo Estupiñán Quintero.

22. Es oportuno rememorar que a partir de las sentencias de la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado de fecha 14 de septiembre de 2011
, el criterio según el cual, cuando los daños relacionados con el goce de la vida provienen de una alteración de la salud del sujeto, ya no es procedente referirse a esos conceptos o incluso a las alteraciones graves de las condiciones de existencia, sino que es pertinente hacer referencia a una nueva tipología de perjuicio, denominada daño a la salud. En relación con los daños provenientes de afectaciones psico-físicas, la Sala ha señalado que son indemnizables con base en dos componentes: i) uno objetivo determinado a partir del porcentaje de invalidez decretado y ii) uno subjetivo, que permitirá incrementar en una determinada proporción el primer valor, de conformidad con las consecuencias particulares y específicas de cada persona lesionada.

23. La Sala Plena de la Sección Tercera, mediante providencia del 28 de agosto de 2014, estableció la forma en la que debe ser tasado el daño a la salud
, a saber:
Para la reparación del daño a la salud se reiteran los criterios contenidos en las sentencias de unificación del 14 de septiembre de 2011, exps. 19031 y 38222, proferidas por esta misma Sala, en el sentido de que la regla en materia indemnizatoria, es de 10 a 100 SMMLV, sin embargo en casos de extrema gravedad y excepcionales se podrá aumentar hasta 400 SMMLV, siempre que esté debidamente motivado
. 

Lo anterior, en ejercicio del arbitrio iudice, para lo cual se tendrá en cuenta la gravedad y naturaleza de la lesión padecida, para tal efecto se utilizarán –a modo de parangón– los siguientes parámetros o baremos: 

	GRAVEDAD DE LA LESIÓN
	Víctima

	Igual o superior al 50%
	100 SMMLV

	Igual o superior al 40% e inferior al 50%
	80 SMMLV

	Igual o superior al 30% e inferior al 40%
	60 SMMLV

	Igual o superior al 20% e inferior al 30%
	40 SMMLV

	Igual o superior al 10% e inferior al 20%
	20 SMMLV

	Igual o superior al 1% e inferior al 10%
	10 MMLV


24. Dicho esto, la Sala observa que la indemnización concedida por el Tribunal deberá adecuarse a 40 SMLMV, lo que hoy día estima la jurisprudencia que debe concedérsele a quienes, como es el caso de Jairo Estupiñán Quintero, sufrieron una lesión corporal con incidencia mayor al 20% de su capacidad física. 

2. Perjuicios materiales
25. Comoquiera que la parte actora tampoco formuló objeciones sobre este aspecto de la liquidación, la Sala se limitará a actualizar a valor presente lo reconocido por la providencia de primera instancia.
26. Ello no obsta para advertir que, contrario a lo considerado por el Tribunal (párr. 6.4.), no debía soslayarse la certificación
 que había aportado la parte demandante para tasar el lucro cesante, en razón a que habían elementos para sostener que Jairo Estupiñán Quintero percibía ingresos en uno o en varios lugares de trabajo distintos a aquel en donde se desempeñó en el momento del atentado. Más aún cuando en el expediente obra constancia (f. 43, c.1) en donde la directora administrativa del taller “ALBA LUCÍA GUTIERREZ Arquitectura y Carpintería”, sitio afectado por la explosión que perjudicó al aquí demandante (párr. 10.2.), señaló que Estupiñán Quintero no tenía vínculo alguno con dicho establecimiento, sino que era “subcontratista de ebanistería” contratado por terceras personas contratistas del taller.

27. Así las cosas, por concepto de lucro cesante, se tendrá en cuenta el salario mínimo vigente al momento de esta sentencia ($ 737 717,oo), más el 25% correspondiente a prestaciones sociales ($ 184 429,25). De los $ 922 146,25 que da esa sumatoria, se extrae el 21,9%, es decir, el porcentaje de disminución de capacidad laboral sufrido por Jairo Estupiñán Quintero: $ 201 950,02

Teniendo presente este valor se liquidarán el lucro cesante consolidado, y el lucro cesante futuro.

27.1. De igual manera, debe tenerse en cuenta que para la fecha del atentado (1º de julio de 2000), el señor Jairo Estupiñán Quintero nacido el 21 de diciembre de 1964 tenía 36 años. Según la Resolución 497 de 1997 de la entonces Superintendencia Bancaria de Colombia, vigente para el momento en que ocurrió el daño, una persona con la edad de 36 años tenía una vida probable de 40,53 años, es decir, 486,36 meses. Este será el periodo indemnizable.

27.2. Lucro cesante consolidado. Aplicará la siguiente fórmula:

Rc = Ra * [(1+i)n-1] ÷ i

Donde: 

Rc = Renta consolidada

Ra= Renta actualizada, es decir, $ 201 950,02
i = al interés mensual legal (0,004867); 

n = 202 meses, transcurridos entre el 1º de julio de 2000 y la fecha de esta sentencia.

Rc= $ 201 950,02 * [(1+0,004867)202-1] ÷ 0,004867

Rc= $ 69 147 380,13

27.3. Lucro cesante futuro. Que será liquidado a través de la siguiente fórmula:

Rf = Ra * [(1 + i)n - 1] ÷ [i * (1 + i)n] 

Donde: 

Rf= Renta futura

Ra= Renta actualizada, es decir, $ 201 950,02 

i = al interés mensual legal (0,004867) y

n = 284,36 meses.

Rf= $201 950,02 * [(1 + 0,004867)284,36 - 1] ÷ [0,004867 * (1 + 0,004867)284,36]

Rf= $ 41 493 737,43 

27.4. En conclusión por concepto de lucro cesante se reconocerá al señor Jairo Estupiñán Quintero la suma de $ 110 641 117,56.
VI. Costas
28. No hay lugar a la imposición de costas, debido a que no se evidencia en el caso concreto actuación temeraria de ninguna de las partes, condición exigida por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 para que se proceda de esta forma.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA

MODIFICAR la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca del 9 de abril de 2010, la cual quedará así:

PRIMERO: DECLARAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, administrativamente responsable de los perjuicios causados a los señores Jairo Estupiñán Quintero, María Santos Cortés, John Jairo Estupiñán Cortés, Katty Xilena Estupiñán Cortés, Mercy Marina Estupiñán Cortés, y Fanor Estupiñán Quintero, por las lesiones sufridas por el primero de los mencionados en hechos ocurridos el 1º de julio de 2000.

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar los siguientes valores, por concepto de perjuicios morales: 

· A favor del señor JAIRO ESTUPIÑÁN QUINTERO, en su condición de víctima directa, el equivalente a cuarenta (40) salarios mínimos legales vigentes al momento de la ejecutoria de la presente providencia.

· A MARÍA SANTOS CORTÉS en condición de compañera permanente, el equivalente a treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria de la presente providencia.

· A KATTY XILENA ESTUPIÑÁN CORTÉS y JOHN JAIRO ESTUPIÑÁN CORTÉS en condición de hijos de la víctima directa, el equivalente a treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria de la presente providencia, a cada uno de los mencionados.

· A MERCY MARINA ESTUPIÑÁN CORTÉS, en condición de hija de la víctima directa, el equivalente a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria de la presente providencia.

· A FANOR ESTUPIÑÁN QUINTERO en condición de hermano de la víctima directa, el equivalente a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria de la presente providencia.

TERCERO: CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar, por concepto de daño a la salud, a favor del señor Jairo Estupiñán Quintero, la suma equivalente a cuarenta (40) salarios mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de ejecutoria de esta sentencia. 

CUARTO: CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar, por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, a favor del señor Jairo Estupiñán Quintero, la suma de ciento diez millones seiscientos cuarenta y un mil ciento diecisiete pesos con cincuenta y seis centavos ($110 641 117,56). 

QUINTO: DENEGAR las demás pretensiones de la demanda. 

SEXTO: Sin condena en costas.
SÉPTIMO: CÚMPLASE lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del C.C.A.

OCTAVO: Si así lo solicitan las partes, por secretaría EXPEDIR copias de la presente providencia, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil. 

En firme esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al tribunal de origen para lo de su competencia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

RAMIRO PAZOS GUERRERO

Presidente de la Sala de Subsección

Aclaro voto

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

Magistrada

Salvo parcialmente voto

DANILO ROJAS BETANCOURTH

Magistrado

� C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.


� Sostuvo el auto de Subsección en donde se admitió el recurso de apelación, siguiendo las reglas impuestas por la Ley 446 de 1998, lo siguiente: “… revisado el libelo demandatorio, precisamente en el acápite de las pretensiones y de la cuantía se advierte que la pretensión mayor se solicita a favor del señor Jairo Estupiñán Quintero por concepto de perjuicios fisiológicos, por la suma equivalentes a 4000 gramos oro, es decir 82’657.840,oo, aunado a que del acápite de la cuantía y competencia se lee: <<Teniendo en cuenta que los hechos en que se funda la demanda tuvieron ocurrencia en la ciudad de Santiago de Cali y, por otra parte, de los perjuicios materiales y morales ascienden a una cifra razonada aproximada a trescientos millones de pesos ($300.000.000)>>. Siendo así y dado que la cuantía del asunto de la referencia, al tiempo de la presentación de la demanda, fijaba la competencia en el tribunal en primera instancia, -superaba el tope de $ 26’390.000,oo- consideración que el proceso conservó, porque, el 1 de junio de 2010, esto es cuando se interpuso el recurso, la cuantía para recurrir debía superar los 500 s.m.m.l.v. ($267’800.000) y la del sublite ascendía $377’540.280,oo, se deberá (…) admitir el recurso de apelación interpuesto por la entidad demandada”. 


� Expediente 05001-23-31-000-1996-00659-01(25022). C.P. Enrique Gil Botero.


� Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 30 de septiembre de 2014. Expediente 11001-03-15-000-2007-01081-00(REV). C.P. Alberto Yepes Barreiro.


� Consta en el registro civil de nacimiento aportado al expediente: f. 5, c.1.


� Específicamente, se siguen las consideraciones expuestas por el Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Subsección “B” en las sentencias del 2 de mayo de 2016 (Rad. 50001233100020024039901 – Exp. 37072. Demandante: Hernando Martínez Novoa y otros, y Rad. 50001233100019991011001 – Exp. 35874. Demandante: Lindeo Calderón Herrán y otros) ambas con ponencia de quien proyecta este fallo.


� En el sistema interamericano de protección de derechos humanos también se ha admitido la posibilidad de imputar responsabilidad al Estado por violaciones de derechos humanos cometidos por agentes no estatales.  En estos casos, el fundamento de la obligación de reparar se sustenta en el incumplimiento de las obligaciones de protección y garantía consignadas en el artículo 1.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Sobre el particular, pueden consultarse, entre otras, las siguientes sentencias: caso de la masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, sentencia de 31 de enero de 2006, párr. 123; caso de la masacre de Mapiripán vs. Colombia, sentencia de 15 de septiembre de 2005, párr. 111. 


� En este sentido, véase la sentencia el 11 de julio de 1996, exp. 10.822, C.P. Daniel Suárez Hernández, mediante la cual la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad patrimonial del Estado por la muerte del comandante de guardia de la cárcel del municipio de Cañasgordas (Antioquia) durante un ataque armado perpetrado por presuntos guerrilleros, aprovechando las deficientes condiciones de seguridad que presentaba el establecimiento carcelario. 


� Este fue el título de imputación a partir del cual la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños causados a las víctimas de la toma del Palacio de Justicia.  Al respecto, véanse, entre otras, las sentencias del 16 de febrero de 1995, exp. 9040, C.P. Juan de Dios Montes; del 27 de junio de 1995, exp. 9266, C.P. Juan de Dios Montes; .del 3 de abril de 1995, exp. 9459, C.P. Juan de Dios Montes; y del 29 de marzo de 1996, exp. 10.920, C.P. Jesús María Carrillo.


� La providencia del 12 de noviembre de 1993, exp. 8233, C.P. Daniel Suárez Hernández, responsabiliza al Estado por los daños causados con la destrucción de un bus de transporte público por parte de la guerrilla del ELN, en protesta por el alza del servicio de transporte entre los municipios de Bucaramanga y Piedecuesta (Santander).  A juicio de la Sala, el daño es imputable a título de falla del servicio porque, aunque la empresa transportadora no solicitó protección a las autoridades, éstas tenían conocimiento que en esa región “el alza del transporte genera reacciones violentas de parte de subversivos en contra de los vehículos con los cuales se presta ese servicio público”.


� Esta fue la postura asumida por la Sección Tercera del Consejo de Estado al resolver la acción de reparación directa originada en la toma guerrillera a la base militar de Las Delicias en el departamento de Putumayo. Sentencia de 25 de mayo de 2011, exp. 15838, 18075, 25212 (acumulados). C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  En este caso la responsabilidad que se imputa al Estado “es por el resultado en atención  a que i) no hubo o no se emplearon suficientes instrumentos de prevención (frente a lo que los altos mandos militares reflejan su omisión y desatención); ii) la calidad de la respuesta que se tuvo para defender a los miembros de la fuerza militar (…) fue limitada, tardía, insuficiente y propia de la falta absoluta de planeación y coordinación que exige la estrategia y desarrollo militar (pese a que nuestra fuerza militar tiene instituciones y forma a sus cuadros en escuelas militares de las mejores en el mundo), y; iii) a que el apoyo o reacción del Estado fue tardío, insuficiente y drásticamente limitado, lo que llevó a dejar sin alternativa alguna a los ciudadanos soldados, que produjo la muerte de uno de ellos y las lesiones de los otros dos. Por lo tanto, se sustenta dicha atribución, en su conjunto, en la falta absoluta de la “debida diligencia” que debía aplicar el Estado en el caso concreto de la toma de la Base Militar de Las Delicias por parte de un grupo armado insurgente”. 


� Mediante la sentencia del 30 de julio de 1992, exp. 6828, C.P. Julio César Uribe, la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños materiales causados a un habitante de Bucaramanga por la explosión de un carro cargado con explosivos que iba dirigido contra el Comando de la Segunda División del Ejército con sede en esa ciudad.  Similar decisión adoptó el 5 de julio de 1991, exp. 1082, C.P. Daniel Suárez Hernández, al resolver la acción de reparación directa presentada por los afectados por el ataque armado perpetrado por guerrilleros del M-19 contra la estación de policía del municipio de Herrera -Tolima-. 


� No obstante, cabe señalar que, en estas primeras decisiones, el Consejo de Estado no fue muy coherente al determinar el régimen de responsabilidad aplicable, pues invocó simultáneamente el daño especial y el riesgo excepcional. Por ejemplo, en la citada sentencia de 30 de julio de 1992, sostuvo lo siguiente: “Valorada la anterior realidad fáctica, el ad quem encuentra que la administración tiene el deber jurídico de indemnizar los perjuicios causados por el movimiento subversivo que llevó a cabo el atentado, con apoyo en la teoría del DAÑO ESPECIAL. Con esto se quiere significar que el comportamiento de la fuerza pública fue, desde todo punto de vista, lícito, pero el DAÑO resulta anormal y excepcional, en relación con los que deben soportar los demás integrantes de la comunidad. El demandante es pues un damnificado más de los muchos que hay hoy en Colombia, que de la noche a la mañana ve disminuido su patrimonio como consecuencia del enfrentamiento que las fuerza del orden realizan para combatir a las del desorden, resultando equitativo que ese desequilibrio económico sea soportado por todos los colombianos y no por uno solo de ellos. En el caso sub-exámine no interesa determinar quién atacó primero a quién. El atentado iba dirigido contra el Ejército como ya se destacó en otro aparte de esta providencia, y todo indica que fue reivindicado por el Ejército de Liberación Nacional (…). La teoría del DAÑO ESPECIAL se torna más de recibo, para manejar el caso en comento, habida consideración de que el Ejército Nacional hacia el año de 1.983 decidió organizar sus instalaciones en un sector residencial de la ciudad colocando así a los habitantes del mismo, en especiales circunstancias de riesgo pues nadie osaría negar que, dada la situación de orden público que hoy registra el país, las instalaciones militares son centros apetecidos por la guerrilla para hacer sus confrontaciones de guerra” (negrillas no originales).


� Ver: Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección “B”. Sentencia del 29 de octubre de 2012. Rad. 25000-23-26-000-1993-08632-01(18472). C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 10 de agosto de 2000, exp. 11.585, C.P. Alier Eduardo Hernández. 


� En las sentencias de 6 de octubre de 2005, exp. AG-00948, C.P. Ruth Stella Correa; de 4 de diciembre de 2006, exp. 15.571, C.P. Mauricio Fajardo; y de 5 de diciembre de 2006, exp. 28.459, C.P. Ruth Stella Correa, la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad extracontractual del Estado por los daños causados a los habitantes de distintos municipios del país durante enfrentamientos armados entre la guerrilla y las fuerzas armadas, suscitados en respuesta al ataque de los insurgentes contra cuarteles militares o estaciones de policía. De otra parte, en la sentencia de 28 de junio de 2006, exp. 16.630, C.P. Ruth Stella Correa, el Estado fue condenado a reparar los daños causados por la explosión de un artefacto dirigido contra el Comando de Policía de Bello (Antioquia), sin que se hubiera generado un enfrentamiento armado entre las fuerzas del orden y los responsables del ataque.  Idéntica decisión se adoptó por el Consejo de Estado mediante la sentencia del 19 de abril de 2001, exp. 12.178, C.P. María Elena Giraldo, al resolver la acción de reparación directa por las víctimas de una bomba activada por la guerrilla de las FARC en una estación de gasolina en momentos en que los vehículos de la policía realizaban el tanqueo diario. 


�  No obstante, cabe señalar que esta postura no ha sido asumida de forma unánime por la Corporación. En efecto, en el salvamento de voto a la sentencia de 28 de junio de 2006, exp. 16.630, el Consejero de Estado Mauricio Fajardo Gómez señaló que es equivocado afirmar que la simple presencia de una estación de policía en medio de la comunidad genera un riesgo de naturaleza excepcional pues, es justamente, dicha presencia “la que surte el efecto disuasivo en la delincuencia y se traduce en mejores condiciones de seguridad”. Lo contrario conduce a una enorme paradoja pues “no se ve entonces cómo podría la institución modificar su conducta para no ser condenada, pues si no hace presencia y deja de cumplir sus funciones incurre en omisión, pero si las cumple y para ello se hace presente de modo permanente, entonces es responsable por haber creado un riesgo de naturaleza excepcional por el sólo hecho de acantonarse”.  Posteriormente, el Consejero de Estado Ramiro Saavedra, en el salvamento de voto a la sentencia de 4 de diciembre de 2006, exp. 15.571, manifestó que no puede afirmarse que “la sola existencia de una instalación militar o de policía o, el ejercicio del deber de defensa de la comunidad,  se convierta por sí mismo en un riesgo para la población en general, pues de aceptarse un razonamiento tal, se tendría que llegar a la paradoja de que la Fuerza Pública es al mismo tiempo un elemento de auxilio y de peligro de la ciudadanía, lo que generaría inestabilidad jurídica que atentaría contra los fines esenciales del Estado Social de Derecho consagrados en la Constitución Política, pues en ella la connotación que se le dio a la Fuerza Publica no fue otra que la de autoridad de protección”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 10 de agosto de 2000, exp. 11.585, C.P. Alier Eduardo Hernández. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 6 de junio de 2007, exp. 16.640, C.P. Ruth Stella Correa; sentencia del 21 de junio de 2007, exp. 25.627, C.P. Alier Eduardo Hernández.


� Op. cit,, sentencia de 29 de octubre de 2012, exp. 18472.


� [34] La imputación por riesgo-peligro procede en aquellos casos en los que la Administración interviene en  la ocurrencia del daño, pero no por haber fallado en el cumplimiento de sus obligaciones, sino por haber creado consciente y lícitamente un riesgo a partir de la utilización de un objeto (p.e. armas, vehículos), una sustancia (p.e. combustibles, químicos) o una instalación (p.e. redes de energía eléctrica) que resulta en sí misma peligrosa, pero que es útil o necesaria para el cumplimiento de los fines del Estado o para satisfacer demandas colectivas de bienes y servicios.


� [35] Se incluye dentro de la categoría de riesgo-beneficio aquella actividad que, aunque no entrañe verdadera peligrosidad, “conlleva la asunción de las consecuencias desfavorables que su ejercicio pueda producir, por parte de la persona que de dicha actividad se beneficia”. En este caso, el fundamento de la responsabilidad recae, no ya en el peligro creado por el Estado, sino en el provecho que éste o la comunidad reciben como consecuencia del ejercicio de la actividad riesgosa correspondiente.  Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 26 de marzo de 2008, exp. 16.530, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� [36] Es el riesgo que descansa en la probabilidad estadística de la ocurrencia de un daño, derivado de la ejecución de ciertas actividades o el desarrollo de algunos procedimientos, “quizás con la ineludible mediación del azar o de otro tipo de factores imprevisibles (…). En la jurisprudencia francesa se ha reconocido la responsabilidad del Estado en esta suerte de casos cuando se emplean, por parte de la Administración, métodos científicos cuyas consecuencias dañosas aún no son del todo conocidas o cuando, a pesar de ser conocidas, resultan de muy excepcional ocurrencia, en definitiva, cuando se está en presencia del denominado ‘riesgo estadístico’”.  Ibíd. 


� [37] Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 9 de junio de 2010, exp. 18.536, C.P. Ruth Stella Correa. 


� [38] Sentencia T-1206 de 2001, M.P. Rodrigo Escobar Gil.  De acuerdo con la Corte, para la prosperidad de la acción de tutela en estos casos es necesario que (i) el peligro o amenaza efectivamente se configuren, esto es, que exista una alta probabilidad de que ocurra un ataque armado de la guerrilla contra la estación de policía; (ii) exista un riesgo subjetivo excepcional contra la vida o la integridad física de un grupo de personas determinadas o determinables; y (iii) el retiro de la estación de policía no constituya una desmejora significativa y comprobada en la eficacia y eficiencia del servicio, o que su establecimiento en otro lugar no comporte un riesgo para la vida o la integridad de otro grupo humano en situación de igual o mayor indefensión. Con base en similares consideraciones, relativas a la observancia de los principios humanitarios de distinción, precaución y necesidad militar, pero con fundamento además en las normas del Convenio 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, la Corte Constitucional, mediante auto de 23 de julio de 2012, C.P. Luis Ernesto Vargas Silva, ordenó al Ministerio de Defensa Nacional el retiro de la Escuela de Fuerzas Especiales e Infantería de Marina del territorio colectivo perteneciente al resguardo del pueblo indígena Jiw. 


� [39] Según lo dispuesto en el artículo 52 del Protocolo I Adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, los ataques se limitarán exclusivamente a los objetivos militares, los cuales comprenden “aquellos objetos que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmente a la acción militar o cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja militar definida”.


� [40] Si bien el artículo 218 de la Constitución Política define a la Policía Nacional como “un cuerpo permanente de naturaleza civil”, en Colombia se trata de un cuerpo armado que materialmente cumple funciones de contrainsurgencia y ello lo ubica dentro de la categoría de población combatiente. Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha señalado que, aunque desde una perspectiva conceptual puede afirmarse la conveniencia y necesidad de mantener la naturaleza civil de la policía, en la práctica esta división conceptual encuentra limitaciones derivadas del aumento de la violencia social, entre otros factores perturbadores del desarrollo institucional. En efecto, “[e]stas circunstancias han determinado la existencia de una especie de ‘zona gris’ o ‘fronteriza’ en la cual se superponen los criterios de seguridad y defensa. Una parte de la doctrina sostiene que la ambigüedad propia de esta zona límite, es el resultado de la realidad social impuesta por los grupos armados que operan contra el Estado. El fenómeno de la militarización de la policía –esto es, la adopción de armas y actitudes propias de la táctica bélica–, según este punto de vista, corresponde a la adaptación que dicho cuerpo debe sufrir para cumplir sus objetivos en condiciones de perturbación del orden público. Es la gravedad de los delitos y de las amenazas lo que determina el papel defensivo y no meramente preventivo de la policía”. Corte Constitucional, sentencia C-453 de 1994, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.  


� Sentencia de 19 de abril de 2012, exp. 21.515, C.P. Hernán Andrade Rincón.


� Al respecto, ver, entre muchas otras: Sección Tercera, sentencia de 28 de abril de 2010, exp. 18271, C.P. Mauricio Fajardo Gómez” y  Subsección B, sentencia de 31 de mayo de 2012, exp. 24071, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sala Plena. Sentencia del 28 de agosto de 2014. Rad. 660012331000200100731 01 (26251). C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.


� Decreto Ley 1260 de 1970 – Artículo 5: “Los hechos y los actos relativos al estado civil de las personas, deben ser inscritos en el competente registro civil, especialmente los nacimientos, reconocimientos de hijos naturales, legitimaciones, adopciones, alteraciones de la patria potestad, emancipaciones, habilitaciones de edad, matrimonio, capitulaciones matrimoniales, interdicciones judiciales, discernimientos de guarda, rehabilitaciones nulidades de matrimonio, divorcios, separaciones de cuerpos y de bienes, cambios de nombre, declaraciones de seudónimos, manifestaciones de avecindamiento, declaraciones de ausencia, defunciones y declaraciones de presunción de muerte, así como los hijos inscritos, con indicación del folio y el lugar del respectivo registro.


Artículo 106: Ninguno de los hechos, actos y providencias relativos al estado civil y la capacidad de las personas, sujetos a registro, hace fe en proceso ni ante ninguna autoridad, empleado a funcionario público, si no ha sido inscrito o registrado en la respectiva oficina, conforme a lo dispuesto en la presente ordenación, salvo en cuanto a los hechos para cuya demostración no se requiera legalmente la formalidad del registro.  


� Rad. 50001231500019990032601 (31172). C.P. Olga Mélida Valle de la Hoz.


� Rad. 05001-23-31-000-2007-00139-01(38222) y 05001-23-25-000-1994-00020-01(19031). C.P. Enrique Gil Botero.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 28 de agosto de 2014, expediente n.º 31170, C.P. Enrique Gil Botero.


� [48] “Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de unificación del 27 de agosto de 2014, exp. 31172, M.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz”.


� Certificación del 15 de agosto de 2001, suscrito por contadora pública, en donde constaba que Jairo Estupiñán Quintero percibía $600.000 “por concepto del producto de la fabricación y reparación de muebles en general en el Taller de Ebanistería denominado: DISEÑOS ARTE Y MADERA” (f. 25, c.1).





